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INTRODUCCIÓN 

 

En nuestro país, los contratos de compraventa, nacen del simple acuerdo de voluntades de las 

partes contratantes, bastando para su existencia que se cumplan con los requisitos que determinen 

su validez, no requiriendo para su conformación, de una formalidad establecida por Ley. Si bien, 

los contratos, pueden formarse de manera expresa o tácita o por algún documento privado u otro 

símil, esto no implica que el vendedor no se encuentre obligado a colaborar con el comprador para 

que éste proteja su derecho, debiendo suscribir los documentos necesarios para tal fin, siendo el 

documento más relevante en el ámbito contractual, la escritura pública.  La escritura pública, es el 

instrumento protocolar por excelencia, fundamental para que el comprador acceda al registro e 

inscriba su derecho de propiedad. 

El otorgamiento de escritura pública, si bien, no constituye una obligación para perfeccionar el 

contrato, debido que el derecho de propiedad se adquiere con la formación del contrato, su 

importancia radica en la protección jurídica que le otorga al derecho de propiedad adquirido, que 

es la base para su posterior inscripción en el sistema registral.  

Este Trabajo de Suficiencia Profesional pone de manifiesto la problemática que giró en torno a 

los procesos de otorgamiento de escritura pública, antes de la sentencia del IX Pleno Casatorio 

Civil. La jurisprudencia, hasta ese momento y casi de manera unánime sostenía que en los procesos 

de otorgamiento de escritura pública, tramitados en la vía sumarísima, sólo debería discutirse si el 

vendedor se encuentra obligado o no a formalizar el negocio jurídico, negando la posibilidad de 

discutir la validez del negocio jurídico, cuanto menos adentrarse en la revisión de la eficacia del 

negocio jurídico que se pretendía elevar a Escritura Pública.   
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El IX Pleno Casatorio Civil, publicado en el diario El Peruano el 18 de enero de 2017, establece 

reglas referidas -en su mayoría- al proceso de otorgamiento de escritura pública, facultando a los 

magistrados de la nación a realizar un control de la validez y de la eficacia del negocio jurídico 

que se pretende elevar a escritura pública. De esta forma, se advierte un antes y un después en los 

procesos de otorgamiento de escritura pública, tramitados en la vía sumarísima.   

Cabo anotar que la importancia del tema objeto de estudio no sólo pasa por un análisis teórico 

de conceptos y evolución jurisprudencial. A través de este trabajo, se estudia si correspondió 

otorgar la escritura pública peticionada por la accionante, o si por el contrario existió alguna 

imposibilidad jurídica que interfiera en su formalización, como la resolución del contrato o la 

excepción de incumplimiento, que se develan del estudio del proceso civil, objeto de estudio.  

Como se aprecia, esta realidad permite tener como punto de partida el análisis de los hechos 

expuestos por los litigantes y así poder identificar y analizar los principales problemas jurídicos 

que se presentan al interior del mismo. Del mismo modo, me permitirá formar opinión 

fundamentada de las resoluciones emitidas por el órgano jurisdiccional y los problemas jurídico 

identificados, siendo necesario efectuar un análisis teórico y estudio de criterios jurisprudenciales 

referidos a la materia, especialmente los referidos al estudio y reflexión del control de eficacia del 

negocio jurídico que se pretende elevar a escritura pública, destacado en el IX Pleno Casatorio 

Civil.  
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CAPÍTULO I  

RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

 

 CASO MATERIA DE ANÁLISIS. 

Es materia de análisis la demanda de Otorgamiento de Escritura Pública y Entrega de 

posesión del bien, interpuesta por KATHY NOELIA LOZADA CRUZADO en contra de la 

empresa INVERSIONES CENTENARIO S.A.A., derivado del Contrato de Compraventa 

celebrado por las partes litigantes con fecha 18 de setiembre de 2006, respecto del Lote N° 17 de 

la Manzana 1 - Urbanización “Los Sauces”, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, 

Provincia de Chiclayo y departamento de Lambayeque.  

El referido proceso judicial, surge ante la negativa de la empresa INVERSIONES 

CENTENARIO S.A.A., de firmar la Escritura Pública y Entregar la posesión del bien sub 

Litis, a favor de la accionante. Previo a la interposición de la demanda, la actora cursó dos 

Invitaciones para conciliar a la demandada, ante la Asociación Peruana de Ciencias Jurídicas y 

Conciliación (APECC), en las fechas 09 de julio de 2012 y 17 de julio de 2012, en cumplimiento 

de la Ley de Conciliación Ley Nº 26872, modificado por el Decreto Legislativo N° 1070 y su 

Reglamento; sin embargo, la emplazada no asistió en ninguna a ninguna de las invitaciones. 

 

 HECHOS EXPUESTOS POR LAS PARTES. 
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1.2.1 Argumentos de la accionante. 

Mediante escrito de fecha 25 de julio de 2012, la demandante KATHY NOELIA LOZADA 

CRUZADO, interpone demanda de Otorgamiento de Escritura Pública en contra de la Empresa 

INVERSIONES CENTENARIO S.A.A., alegando que con fecha 18 de setiembre de 2006, 

celebró un contrato privado de compraventa con el Representante Legal de la empresa demandada, 

mediante el cual se le otorgó en venta el Lote N° 17 de la Manzana 1 de la Urb. Los Sauces, 

ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de Chiclayo y departamento de 

Lambayeque, con un área de 174.80 metros cuadrados. Mediante escrito postulatorio, la accionante 

pretende se otorgue a su favor la escritura pública y la posesión del referido lote.  

La demandante, señala que el precio de venta pactado ascendió a la suma de US$ 14,400.00 

dólares americanos, para ser pagados en 59 cuotas, con vencimiento el 01.09.2011. Precio variado 

a US$ 13,985.00 dólares americanos y 57 cuotas, a razón de haberse reducido el área del bien.  

Asimismo, alega haber pagado la totalidad del precio de venta, a través de depósitos efectuados 

a las cuentas corriente de titularidad de la demandada en el Banco de Crédito del Perú, con códigos 

N° 193-1154168-1-71 y N° 193-1453200-1-97; asignándosele como Código de Usuario su número 

de Documento Nacional de Identidad, seguido de la letra A (16782881A).  

Finalmente, aduce que a pese a haber pagado totalmente el precio de venta pactado y sus 

constantes requerimientos a la demandada INVERSIONES CENTENARIO S.A.A., la empresa 

se niega a otorgarle la Escritura Pública y Posesión del bien, por lo que, se encuentra legitimada 

para interponer la demanda. 
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1.2.2 Análisis de los argumentos de la demandante. 

 Del planteamiento de la demandante, se advierte que recurre ante el Órgano Jurisdiccional, a 

efecto de solicitar se otorgue a su favor, la escritura pública de transferencia de propiedad de bien 

inmueble, así como la posesión del mismo, en atención al contrato de compraventa de inmueble 

que celebró con el Representante Legal de la empresa demandada.  

El inmueble ha sido plenamente identificado como Lote N° 17 de la Manzana 1 de la Urb. Los 

Sauces, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de Chiclayo y 

departamento de Lambayeque, con un área de 174.80 metros cuadrados, por el cual la accionante, 

refiere haber cancelado totalmente el precio de venta pactado, antes referido, mediante depósitos 

en las cuentas bancarias de la empresa demandada y que la interposición de la demanda, surge a 

consecuencia de la negativa de la empresa demandada, INVERSIONES CENTENARIO S.A.A., 

de otorgarle la Escritura Pública de propiedad y la posesión del referido lote de terreno, pese a los 

requerimientos efectuados. 

 

1.2.3  Argumentos de la emplazada. 

Mediante escrito de fecha 20 de diciembre del año 2012, la demandada, INVERSIONES 

CENTENARIO S.A.A., debidamente representada por su apoderado Alberto Palacios Celi, se 

apersona al proceso y contradice los argumentos expuestos por la demandante. 

La emplazada reconoce haber celebrado con la demandante, el contrato de compraventa de 

fecha 18 de setiembre de 2006, a través del cual se otorgó en venta el Lote N° 17 de la Mz. 1 de la 

Urb. Los Sauces I Etapa, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de 

Chiclayo y departamento de Lambayeque. Sin embargo, en aplicación de la Cláusula Séptima del 
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contrato, que faculta a la vendedora (demandada) a resolver de pleno derecho el contrato de 

compraventa, en caso de que la compradora (demandante) incumpliera con el pago de 03 (tres) 

cuotas del saldo de precio, sean sucesivas o alternadas, el referido contrato, fue resuelto de pleno 

derecho a través de la Carta Notarial de fecha 10 de Noviembre del año 2008, dejada bajo puerta, 

en el domicilio consignado por la demandante, el 23 de diciembre del 2008, ante el incumplimiento 

de pago de la accionante, quien a la fecha de remisión de la carta  notarial, adeudaba 04 (cuatro) 

cuotas.  

Del mismo modo, en lo concerniente a la aseveración de la demandante, quien afirma haber 

pagado la totalidad de precio de venta mediante depósitos efectuado en las cuentas bancarias de la 

demandada en el Banco de Crédito de Perú, la emplazada alega, que al encontrarse resuelto el 

contrato, la actora ya no pudo cancelar las cuotas faltantes con el código asignado 16782881A, por 

lo que decidió realizar los abonos en las cuentas señaladas, que si bien pertenecen a la emplazada, 

no guardan relación alguna con la asignada a la demandante.  

Finalmente, contradice la pretensión accesoria referida a la entrega de la posesión, 

argumentando que de conformidad con lo establecido en el contrato, esta sólo se produciría 

siempre y cuando estuviera al día en sus cuotas, hecho que no sucedió, ya que desde enero del 

2008 incumplía en el pago puntual de sus cuotas. 

1.2.4 Análisis de los argumentos de la emplazada. 

De lo expuesto por la empresa demandada, se deduce que a la fecha de interposición de la 

demanda, el contrato de compraventa suscrito por los litigantes, se encontraba resuelto de pleno 

derecho, en estricta aplicación de la Cláusula Séptima del referido instrumento privado, situación 

que se produjo ante el incumplimiento de la demandante de pagar oportunamente las cuotas 
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pactadas, deviniendo en una imposibilidad material para la emplazada el firmar la Escritura 

Pública y otorgar la posesión del inmueble a favor de la accionante.  

La defensa de la emplazada plantea la resolución de contrato como impedimento legal para la 

suscripción de la escritura pública, debido que el contrato había dejado de surtir sus efectos 

vinculantes entre las partes, ante al incumplimiento la demandante de pagar las cuotas pactadas. 
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CAPITULO II  

IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

 ANÁLISIS PREVIO. 

En nuestro país, los contratos de compraventa inmobiliaria, surgen del acuerdo de voluntades 

de las partes contratantes, bastando para su formación el cumplimiento de los requisitos que 

determinen su validez, no siendo necesario que cumplan con alguna formalidad, por lo que bien 

pueden celebrarse de manera expresa, tácita, por algún documento privado u otro símil. Sin 

embargo, esto no significa que el vendedor no se encuentre obligado a colaborar con el comprador 

para que éste proteja su derecho de propiedad, siendo indispensable para tal fin, que suscriba los 

documentos correspondientes que le permitan acceder al registro de su propiedad. Entre estos 

documentos destaca la Escritura Pública, al ser el instrumento protocolar por excelencia, 

fundamental para que el comprador acceda al registro e inscriba su derecho.  

El otorgamiento de escritura pública, si bien no constituye una obligación para perfeccionar el 

contrato o, dicho de otro modo, perfeccionar el derecho de propiedad, ya que este derecho se 

adquiere con la celebración del contrato, salvo excepciones puntuales como el Pacto de Reserva 

de Dominio, su importancia radica en la seguridad jurídica que le otorga al derecho de propiedad 

adquirido y que le permitirá al comprador su posterior inscripción en el sistema registral.  

En tal sentido, constituye un legítimo derecho de las personas que suscriben contratos, pasibles 

de inscripción en Registros Públicos, se obliguen a firmar la Escritura Pública correspondiente y 

en caso de no ponerse de acuerdo las partes respecto a la formalización del negocio jurídico, como 
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se presenta en el caso objeto de estudio, que surge ante la -presunta- negativa de una de las partes 

a firmar la escritura pública, el comprador está facultado para hacer valer su derecho y recurrir 

ante el órgano jurisdiccional competente con el fin que demandar se le otorgue la escritura pública.  

El IX Pleno Casatorio Civil, publicado en el diario El Peruano el 18 de enero de 2017, establece 

reglas referidas -en su mayoría- al proceso de otorgamiento de escritura pública, facultando a los 

magistrados de la nación a realizar un control de la validez y de la eficacia del negocio jurídico 

que se pretende elevar a escritura pública. De esta forma, se advierte un antes y un después en los 

procesos de otorgamiento de escritura pública, tramitados en la vía sumarísima. Actualmente es 

posible discutir sobre la validez y la eficacia del negocio jurídico, algo improbable antes de la 

publicación del referido Pleno, cuando la jurisprudencia de manera unísona advertía que la 

verdadera finalidad del proceso de otorgamiento de escritura pública era dilucidar si el vendedor 

estaba obligado o no a suscribir la escritura pública y no adentrarse en la discusión de la validez o 

eficacia del negocio jurídico.  

Para la comprensión del caso objeto de estudio, se deberá tener presente que el proceso se 

desarrolló desde el año 2012 (fecha de interposición de la demanda) hasta el 2015 (fecha de 

expedición de la Sentencia Casatoria), es decir, antes de la publicación del IX Pleno Casatorio 

Civil, por lo que las reglas establecidas en el referido Pleno no fueron de alcance y aplicación al 

presente caso.  

 

 NARRACIÓN DE LOS HECHOS. 

A continuación, se expondrá una línea de tiempo jurisprudencial que permitirán una mayor 

comprensión del caso planteado.  
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2.2.1  Síntesis de la demanda. 

Con fecha 25 de julio de 2012, la demandante KATHY NOELIA LOZADA CRUZADO, 

interpone demanda de Otorgamiento de Escritura Pública en contra de la Empresa 

INVERSIONES CENTENARIO S.A.A., peticionando, como  

Pretensión principal: Se ordene a la demandada cumpla con otorgar la Escritura Pública de 

transferencia de propiedad del Lote N° 17 de la Manzana 1 de la Urbanización “Los Sauces”, 

ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de Chiclayo y departamento de 

Lambayeque, con un área de 180upo metros cuadrados, adquirido mediante contrato de 

compraventa de fecha 18 de setiembre de 2006; y como 

Pretensión accesoria: Se ordene la entrega de la posesión del referido lote, en virtud de estar 

totalmente pagado el precio de compra venta. La actora argumenta:  

-  Con fecha 18 de setiembre de 2006, según contrato privado celebrado con el 

Representante Legal de la demandada, se le otorga en venta el Lote N° 17 de la Mz. 1 de la Urb. 

Los Sauces, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de Chiclayo y 

departamento de Lambayeque, con un área de 174.80 metros cuadrados, con los siguientes 

linderos: POR EL FRENTE: Con Calle N° 11 con 8.58 ml; POR LA DERECHA: Con Calle 

N° 4 Con 20.23 ml; POR LA IZQUIERDA: Con Lote N° 16 con 20.24 ml y POR EL FONDO: 

con propiedad de terceros con 8.70 ml. 

-  El precio de venta pactado ascendió a la suma de US$ 14,400.00 dólares americanos, 

pagándose la primera cuota de US$ 350.00 y el saldo financiado con sus intereses de US$ 

14,050.00 para ser pagados en 59 cuotas, cada una de US$ 348.22 dólares americanos, con 

vencimiento la última cuota el 01 de setiembre de 2011. 
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-  La demandante señala que cumplió con pagar la totalidad del precio de venta, a través de 

depósitos efectuados a las cuentas corriente de titularidad de la demandada en el Banco de Crédito 

del Perú, con códigos N° 193-1154168-1-71 y 193-1453200-1-97; a la cual se le asignó como 

Código de Usuario su número de Documento de Identidad, DNI N° 16782881. 

-  La actora alega que habiendo cumplido con pagar la totalidad del precio de venta, la 

demandada se niega a otorgarle la Escritura Pública de Propiedad, pues ni a la Carta Notarial 

cursada oportunamente a la emplazada, ni a la Invitación de Conciliación Extrajudicial, les ha 

brindado la atención que el caso requiere, demostrando con tal negativa esperar el fallo del Órgano 

Judicial, por ser la vía idónea para la resolución de la controversia. 

-  De la misma forma, la demandante, expresa que habiendo acreditado el pago total del 

precio de venta, corresponde a la demandada en estricto cumplimiento al artículo 1550° del Código 

Civil, entregar la posesión del bien en el estado en el que se encuentra, en razón de haber cumplido 

con los extremos del contrato de venta, tal y conforme lo exige el artículo [1]558° del Código 

Civil. 

-  Los Fundamento de derecho invocados en su demanda, son los artículos IV, 1549 y 1558 

del Código Civil, referidos a la pretensión principal y los artículos 1550 y 87 del Código Civil, 

referidos a la pretensión accesoria. 

  

2.2.2  Admisión a trámite de demanda. 

Mediante Resolución N° Tres de fecha 31 de octubre del 2012, el Juez del Segundo Juzgado 

Especializado Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, ADMITE A TRÁMITE la 

demanda sobre otorgamiento de Escritura Pública, en la vía sumarísima, corriéndose traslado a la 

empresa demandada a efecto de que pueda ejercer su derecho de defensa. 
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2.2.3  Síntesis de la contestación de demanda. 

Mediante escrito de fecha 20 de diciembre del año 2012, la demandada, INVERSIONES 

CENTENARIO S.A.A., se apersona al proceso y contesta la demanda negándola y 

contradiciéndola en todos sus extremos, argumentando lo siguiente: 

-  Es verdad que celebró un contrato de compraventa de fecha 18 de setiembre de 2006, 

con la demandante, respecto el Lote N° 17 de la Mz. 1 de la Urb. Los Sauces I Etapa, ubicado en 

el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de Chiclayo y departamento de Lambayeque. 

- Sin embargo, señala que el contrato fue resuelto de pleno derecho mediante Carta 

Notarial de fecha 10 de noviembre del año 2008, misiva que fue dejada bajo puerta por no 

encontrarse nadie en el domicilio consignado por la demandante, en la fecha 23 de diciembre del 

2008, ante el sostenido incumplimiento de la accionante de su obligación de pagar las cuotas del 

saldo de precio, haciendo efectiva la cláusula resolutoria expresa establecida en el contrato. 

-  El incumpliendo sostenido de la obligación señalada en el numeral precedente viene 

desde el año 2008, como así consta en la Carta de Cobranza que le enviara a la demanda en las 

siguientes fechas:  

 Al 28 de enero del 2008, la demandante debía 2 (dos) cuotas (01/12/2007 y 01/01/2008)  

 Al 18 de setiembre del 2008, la demandante debía 3 (tres) cuotas (01/09/2008, 01/08/2008 

y 01/09/2008). 

 A la fecha de resolución del contrato, la demandante venía incumpliendo con el pago de 

04 (cuatro) de las cuotas del precio de venta, motivo por el cual, la emplazada valiéndose 

de la cláusula resolutoria, decidió dar por concluido, de pleno derecho, el contrato.   
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-  La Cláusula Séptima del Contrato1, faculta a la vendedora a resolver de pleno 

derecho el contrato de compraventa en caso de que se incumpliera con el pago de 03 (tres) 

cuotas del saldo de precio, sean sucesivas o alternadas. Asimismo, alega no entender la 

afirmación de la demandante cuando señala que ha cumplido con cancelar la totalidad del precio 

de venta y peor aun cuando en su pretensión accesoria solicita se le otorgue la posesión, cuando 

en el contrato quedó establecido que solo se le entregaría la posesión del lote, cuando ésta no tenga 

deuda de pago.  

- Con respecto a afirmación de la demandante, al referir que cumplió con pagar la totalidad 

de precio de venta mediante depósitos efectuado en las cuentas corriente que pertenecen a la 

emplazada, cuentas del Banco de Crédito de Perú N° 193-1154168-1-71 y 193-1453200-1-97, si 

bien estas cuentas son de titularidad de la demandada, no resultan ser correctas ambas cuentas, 

                                                 
1 Con la finalidad de una mejor comprensión, a continuación, se reproduce la Cláusula Resolutoria del Contrato de compraventa. 

CLAUSULA SÉPTIMA DEL CONTRATO:  

En caso EL(LOS) COMPRADOR(ES) no cumpla(n) con realizar el pago oportuno de tres (3) o más cuotas del saldo de precio, sean 

sucesivas o alternadas, de cualquiera de LAS CUOTAS referidas en el acápite b) de la Cláusula Cuarta que antecede y en el Desarrollo 

de Crédito que forma parte del presente Contrato, entonces LA VENDEDORA tendrá el derecho de actuar y escoger, a su sola elección, 

por una de las siguientes alternativas: 

a) Resolver de pleno derecho el presente Contrato de Compraventa, sin responsabilidad y sin necesidad de declaración judicial 

alguna, produciéndose la resolución de pleno derecho, cuando LA VENDEDORA remita carta notarial con tal finalidad a EL(LOS) 

COMPRADOR(ES), al domicilio consignado en los ANTECEDENTES del presente contrato, conforme a lo establecido en el artículo 

1430 del Código Civil, comunicándoles que hace efectiva la cláusula resolutoria pactada. LA VENDEDORA podrá entonces de forma 

inmediata transferir EL LOTE a terceras personas.   

De darse la situación, LA VENDEDORA exigirá el pago y/o retendrá del capital del precio de venta pagado por EL(LOS) 

COMPRADOR(ES) los siguientes conceptos: 

- Una indemnización por daños y perjuicios hasta un importe equivalente al treinta por ciento (30%) del precio de venta pactado; y 

- El reembolso de los gastos de cobranza, intereses devengados por el incumplimiento de obligaciones de pago, comisiones, 

impuestos y cualquier otro concepto derivado del presente contrato de Compraventa y su resolución.  

Asimismo, se precisa que EL(LOS) COMPRADOR(ES) queda(n) obligado(s) a devolver la posesión de EL LOTE totalmente 

desocupado y libre de interferencias, al sólo requerimiento de LA VENDEDORA.  

b) Exigir el inmediato pago del saldo de precio de venta pendiente de pago, dándose por vencidas las cuotas del saldo de precio 

referidas en la Cláusula Cuarta precedentemente, de conformidad con lo establecido en el artículo 1561 del Código Civil.  

Para tal efecto, la vendedora remitirá a EL(LOS) COMPRADOR(ES) una carta notarial al domicilio consignado en los ANTECEDENTES 

del presente contrato, exigiéndole el pago inmediato del íntegro del saldo adeudado, al haberse dado por vencidas las cuotas del 

saldo de precio y dejado sin efecto los plazos que fueron establecidos para el pago fraccionado del saldo de precio de venta.  

En caso EL(LOS) COMPRADOR(ES) no cumpla(n) con el pago inmediato de la deuda, sobre el importe adeudado se devengarán 

intereses compensatorios y moratorios a las tasas máximas en moneda extranjera fijadas por el Banco Central de Reserva del Perú, 

gastos administrativos, de cobranza, además de comisiones o cualquier otro concepto aplicable o autorizado por las autoridades 

competentes.  
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debido a que se le informó a la actora, que para la realización del pago de sus cuotas en el Banco 

de Crédito del Perú, se le asignó un código, con el cual, pueda pagar y cumplir con su obligación. 

-  Además, alega que la demandante al momento de incumplir con más tres cuotas y 

encontrándose el contrato resuelto, ya no pudo cancelar las demás cuotas faltantes en la cuenta que 

le fuera asignada, debido a que el sistema le impedía por encontrarse irregular (contrato resuelto). 

En ese sentido e incumpliendo dolosamente con lo establecido en el contrato de compraventa, 

decide realizar los abonos en las cuentas perteneciente a nuestra representada, las cuales no 

guardan relación alguna con la asignada a la demandante. 

- Finalmente, sostiene no comprender la pretensión accesoria de entregar la posesión del 

bien a la demandante, dado que el contrato establece fehacientemente que se le entregaría la 

posesión siempre y cuando estuviera al día en sus cuotas, hecho que la actora nunca puedo ostentar, 

debido a que desde enero del 2008 venía incumpliendo con el contrato, en el extremo referido al 

pago puntual de sus cuotas. 

 

2.2.4  Síntesis de la Audiencia Única. 

Con fecha 11 de junio del año 2013, se llevó a cabo la Audiencia Única, expidiéndose la 

resolución N° Cinco, en la que se declaró saneado el proceso, y se fijaron como puntos 

controvertidos: 

i. Determinar si la demandante con la persona jurídica de Inversiones Centenario 

SAA celebraron un contrato de compraventa del Lote N° 17 de la Manzana 1 de la 

Urbanización “Los Sauces”, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, 

Provincia de Chiclayo y departamento de Lambayeque, con un área de 180 m2, 

conforme a los términos del contrato de compraventa de fecha 18 de setiembre del 2006. 
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ii. Establecer si corresponde otorgar escritura pública respecto del inmueble sub litis 

o si existe algún impedimento legal para que la parte demandada se oponga al 

documento requerido por la actora. 

iii. Determinar si de prosperar la entrega de la escritura corresponde que la 

demandada otorgue la posesión del lote, materia de la presente.  

 

2.2.5  Sentencia de primera instancia. 

El Segundo Juzgado Civil de Chiclayo de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, emite 

la sentencia de primera instancia contendida en la Resolución N° Nueve, de fecha 12 de febrero 

del 2014, que declara FUNDADA la demanda, ordenando que los Representantes Legales de la 

demandada, otorguen a favor de la actora la escritura pública respectiva, bajo apercibimiento de 

hacerlo el juzgado en su rebeldía, e IMPROCEDENTE la entrega de la posesión a la recurrente.  

 

2.2.6  Recurso de Apelación de sentencia. 

Mediante escrito de fecha 12 de mayo del 2014, la demandada, INVERSIONES 

CENTENARIO S.A.A., interpone el RECURSO DE APELACIÓN contra la Sentencia de 

primera instancia, alegando lo siguiente: 

-  Que, el contrato de compraventa sobre el que se solicita la escritura pública, se 

encuentra resuelto, ante el incumplimiento en el pago de más de tres cuotas, conforme a lo 

establecido en la Cláusula Séptima del referido instrumento, resolución que se concretó con la 

Carta Notarial de fecha 10 de noviembre del año 2008, notificada bajo puerta en el domicilio de la 

demandante el 23 de diciembre de 2008. 
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-  En tal sentido, la resolución de contrato constituye un impedimento legal para la 

suscripción de la escritura pública, toda vez que el contrato ha sido dejado sin efecto por 

incumplimiento de la demandante. 

-  Que, la excepción de incumpliendo señalada en la Resolución N° Nueve [Sentencia], la 

misma que sirvió como sustento para amparar la demanda, se aplica en los contratos con 

prestaciones reciprocas que se encuentras vigentes; empero, en el caso en concreto, el contrato 

se encuentra resuelto de pleno derecho, por lo que el juzgado no puede pretender que la 

demandada restablezca mediante otorgamiento de escritura pública un negocio jurídico que ha 

fenecido. 

 

2.2.7  Sentencia de segunda instancia.  

La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, emite SENTENCIA 

DE VISTA contenida en la resolución N° Trece, de fecha 8 de setiembre del 2014, 

REVOCANDO la sentencia de primera instancia que declara fundada la demanda; y, 

reformándola, la declara IMPROCEDENTE.  

 

2.2.8  Recurso de casación. 

Mediante escrito de fecha 20 setiembre de 2014, la demandante, KATHY NOELIA LOZADA 

CRUZADO, interpone RECURSO DE CASACIÓN contra la Sentencia de segunda instancia, 

invocando los siguientes argumentos: 
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i.  Infracción normativa del artículo 1549 del Código Civil, en tanto que se establece 

como obligación del vendedor el perfeccionamiento de la transferencia de la propiedad 

del bien materia de venta, esto es otorgando la Escritura Pública;  

ii. Indebida aplicación del artículo 1430 del Código Civil, pues no se habría deducido 

la excepción de contrato no cumplido, ni en la vía de conciliación, ni en la contestación 

de la demanda, mucho menos fue fijado como punto controvertido; y, 

iii. Contravención del derecho al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva 

que ampara el artículo 139 inciso 3 de la Constitución Política del Perú, al haber incidido 

en el fondo de la controversia. 

 

2.2.9  Sentencia de Casación de la Corte Suprema. 

La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, mediante 

Resolución de fecha 10 de setiembre del año 2015, declara INFUNDADO el recurso de casación; 

en consecuencia, NO CASARON la Sentencia de Vista de fecha 8 de setiembre del 2014. 

 

 PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

2.3.1 Problema principal: 

 Determinar si corresponde otorgar la escritura pública a favor de la demandante, 

KATHY NOELIA LOZADA CRUZADO, respecto del inmueble sub Litis, o 

existe algún impedimento legal que se oponga a la entrega de dicho documento. 
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2.3.2 Problemas secundarios: 

 La resolución del contrato por incumplimiento constituye un impedimento legal 

para el otorgamiento de escritura púbica a favor de la demandante. 

 La Excepción de Incumplimiento, resulta de aplicación al proceso de 

otorgamiento de escritura pública, materia de estudio. 

 

 ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

2.4.1 Análisis del problema principal.  

Determinar si corresponde otorgar a la demandante, la escritura pública del inmueble 

sub Litis, o si existe algún impedimento legal, para que la demandada, se oponga a la 

formalización.  

2.4.1.1. En el caso de estudio, la demandante peticiona se otorgue a su favor la escritura 

pública del inmueble, al haber cancelado totalmente el precio de venta acordado, a través de abonos 

en las cuentas de titularidad de la demandada, códigos N° 193-1154168-1-71 y 193-1453200-1-

97, ubicadas en el Banco de Crédito del Perú. Con la finalidad de acreditar el cumplimiento de su 

obligación, presenta los recibos de pago.  

2.4.1.2. De la revisión de los medios de prueba consistentes en el Cronograma de Pagos y 

los Recibos de Pagos, se observa, en el primero de ellos, el detalle del crédito, el precio de venta, 

las fechas y cantidad a pagar y en el segundo, los abonos efectuados por la actora en las fechas y 

cantidades pagadas, conforme al detalle siguiente: 

CRONOGRAMA DE PAGOS  PAGOS REALIZADOS POR LA DEMANDANTE 
Inicio: 59 cuotas - US$ 14,400.00      

Variado: 57 cuotas - US$ 13,985.00      
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N° 
Cuota 

Fecha 
Vencimiento 

Total Letra en 
USS$ 

 Voucher N° Cuota Fecha de Pago 
Total 

Pagado   en 
US$ 

1 1/11/2006 348.22  1 Una 14/12/2006 355.98 

2 1/12/2006 348.22  2 Una 20/12/2006 356.56 

3 1/01/2007 348.22  3 Una 16/01/2007 356.17 

4 1/02/2007 348.22  4 Una 28/02/2007 357.54 

5 1/03/2007 348.22  5 Una 9/04/2007 354.01 

6 1/04/2007 348.22  6 Una 18/05/2007 354.79 

7 1/05/2007 348.22  7 Una 26/06/2007 355.67 

8 1/06/2007 348.22  8 Una 13/07/2007 354.3 

9 1/07/2007 348.22  9 Una 14/08/2007 354.5 

10 1/08/2007 348.22  10 Una 7/09/2007 353.81 

11 1/09/2007 348.22  11 Una 15/11/2007 357.54 

12 1/10/2007 348.22  12 Dos 2/01/2008 725.05 

13 1/11/2007 348.22  13 Dos 10/03/2008 723.67 

14 1/12/2007 348.22  14 Una 29/04/2008 360 

15 1/01/2008 348.22  15 Una 20/05/2008 358.03 

16 1/02/2008 348.22  16 Una 30/06/2008 359.02 

17 1/03/2008 348.22  17 Una 14/08/2008 361.03 

18 1/04/2008 348.22  18 Una 19/08/2008 362 

19 1/05/2008 348.22  19 Una 6/10/2008 362 

20 1/06/2008 348.22  20 Una 8/11/2008 363 

21 1/07/2008 348.22  21 Una 2/12/2008 363 

22 1/08/2008 348.22  22 Una 3/04/2009 363 

23 1/09/2008 348.22  23 Una 27/06/2009 363 

24 1/10/2008 348.22  24 Una 10/08/2009 363 

25 1/11/2008 348.22  25 Una 15/09/2009 363 

26 1/12/2008 348.22  26 Una 1/11/2009 363 

27 1/01/2009 348.22  27 Una 7/12/2009 363 

28 1/02/2009 348.22  28 Una 29/12/2009 363 

29 1/03/2009 348.22  29 Una 18/01/2010 363 

30 1/04/2009 348.22  30 Tres 20/04/2010 1089 

31 1/05/2009 348.22  31 Cinco 23/08/2010 1815 

32 1/06/2009 348.22  32 Tres 1/10/2010 1089 

33 1/07/2009 348.22  33 Tres 9/12/2010 1024 

34 1/08/2009 348.22  34 Cinco 24/02/2011 1740.1 

35 1/09/2009 348.22  35 Dos 16/03/2011 726 

36 1/10/2009 348.22  36 Una 20/06/2011 350 

37 1/11/2009 348.22  37 Dos 11/07/2011 700 

38 1/12/2009 348.22  38 Dos 23/08/2011 696.44 

39 1/01/2010 348.22  
TOTAL 

CUOTAS: 
57 Cuotas 

TOTAL 
PAGADO: 

20,381.21 

40 1/02/2010 348.22      

41 1/03/2010 348.22      

42 1/04/2010 348.22      

43 1/05/2010 348.22      

44 1/06/2010 348.22      

45 1/07/2010 348.22      

46 1/08/2010 348.22      

47 1/09/2010 348.22      

48 1/10/2010 348.22      

49 1/11/2010 348.22      

50 1/12/2010 348.22      

51 1/01/2011 348.22      

52 1/02/2011 348.22      
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53 1/03/2011 348.22      

54 1/04/2011 348.22      

55 1/05/2011 348.22      

56 1/06/2011 348.22      

57 1/07/2011 348.22      

 TOTAL 19,848.54      

Cuadro N° 01.  

Fuente: Elaboración propia. Basado en los medios de prueba que obran en el expediente. 

 

2.4.1.3. Del Cronograma de Pagos y los Recibos de Pagos, se advierte: 

- La demandante canceló 57 cuotas, por el importe total de US$ 20,381.21 dólares 

americanos. 

- La demandante presentó un total de 38 voucher de pago ante el Banco de Crédito 

del Perú, de los cuales los siguientes números: 12, 13, 14, 17, 18, 19,20, 21, 22, 23, 24, 25, 

26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37 no figuran el nombre de la demandante o el 

código de usuario asignado a la actora, sólo aparece el monto abonado a la cuenta de la 

demandada.  

- Hasta el 10.11.2008, fecha del envío de la Carta Notarial que comunica la 

resolución del contrato, la demandante debió cancelar veinticinco (25) cuotas; sin embargo, 

sólo canceló veintidós (22) cuotas, es decir, adeudaba 03 cuotas.  

2.4.1.4. Asimismo, de la revisión de las Cartas Notariales de Requerimiento de Pago, 

cursadas por la emplazada, en las fechas 28.01.2008 y 18.09.2008, se advierte lo siguiente: 

- Hasta el 28.01.2008 la demandante debió cancelar 15 cuotas; sin embargo, sólo 

canceló 13 cuotas, es decir, adeudaba dos cuotas. 

- Hasta el 18.09.2008 la demandante debió cancelar 23 cuotas; sin embargo, sólo 

canceló 20 cuotas, es decir, adeudaba tres cuotas. 
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2.4.1.5. Si bien, las partes reconocen haber celebrado el contrato de compraventa, la 

demandada alega que no es posible otorgar la escritura pública a la demandante, por encontrarse 

resuelto el contrato.  

2.4.1.6. Del análisis efectuado, se corrobora que la demandante incumplió con pagar 

oportunamente tres cuotas alternadas, por lo que la demandada haciendo uso de la Cláusula 

Séptima, resolvió de pleno derecho el Contrato de Compraventa, a través de la Carta Notarial del 

10 de noviembre de 2008. Por la Resolución, el contrato dejó de surtir sus efectos vinculantes entre 

las partes, no siendo posible entonces formalizar un contrato cuyos efectos habían cesado desde 

noviembre de 2008. Concluyéndose, que a la fecha de interposición de la demanda, no existía 

contrato que cumplir; y, en consecuencia, no corresponde otorgar a la demandante la escritura 

pública peticionada, constituyendo la Resolución de Contrato un impedimento legal que se 

contrapone a la formalización. 

 

2.4.2  Análisis del primer problema secundario:  

Analizar si la resolución del contrato por incumplimiento es un impedimento legal para la 

formalización del negocio jurídico. 

 

2.4.2.1. En el caso objeto de estudio, se ha evidenciado que la demandada resolvió el 

contrato de compraventa celebrado con la demandante, haciendo uso de la cláusula resolutoria 

expresamente pactada, a través de la Carta Notarial de fecha 10 de noviembre de 2008, ante el 

incumplimiento de la demandante de cancelar oportunamente tres cuotas del saldo de precio. La 

Cláusula Séptima del contrato o Clausula resolutoria, establece que si la compradora (hoy 

demandante) deja de pagar oportunamente tres o más cuotas del saldo de precio, sean sucesivas o 
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alternadas, la vendedora (demandada) estará facultada a escoger, por una de las siguientes 

alternativas: a) Resolver de pleno derecho el presente Contrato de Compraventa, a través de la 

remisión de una carta notarial comunicándole que hace efectiva su decisión de resolver el contrato, 

o b) Exigir el inmediato pago del saldo de precio de venta pendiente de pago, dándose por vencidas 

las cuotas del saldo de precio. 

2.4.2.2. Es conveniente destacar que la jurisprudencia, antes de la publicación del IX Pleno 

Casatorio Civil en el año 2017, era uniforme al señalar que en los procesos de otorgamiento de 

escritura pública, como el que ahora nos concierne su estudio, no era posible discutir la validez del 

negocio jurídico, sino si debe cumplirse con la formalidad requerida. Ello debido a que la vía 

sumarísima, impedía su discusión, al ser un tema que sólo era posible conocer en un proceso de 

conocimiento. Así también, existían pronunciamientos contradictorios sobre la posibilidad o no 

del análisis de la resolución de contrato en un proceso de otorgamiento de escritura pública.  

2.4.2.3. La situación descrita, no –debió significar que el juez deba formalizar todos los 

negocios jurídicos que se sometían a su resolución. El juez como director del proceso debía 

efectuar, cuanto menos, una revisión del cumplimiento de los requisitos del negocio jurídico y del 

contrato que se pretende formalizar. Conforme sucedió en el caso de estudio, donde sí se efectuó 

un análisis de la resolución del contrato en la parte considerativa de la sentencia de primera 

instancia (salvo su innecesaria exigencia a la demandada para que plantee Excepción de 

Incumplimiento), así también fue desarrollado en las Sentencia de vista y Casación, concluyendo 

en cada una de ellas, que si bien los litigantes suscribieron un contrato de compraventa de 

inmueble, a la fecha de interposición de la demanda, el contrato se encontraba resuelto de pleno 

derecho, al haber hecho uso la demandada de la Cláusula resolutoria expresa (Cláusula Séptima) 

pactada en el referido contrato, dicho en otras palabras, no había contrato de cumplir ya que éste 
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había dejado de surtir sus efectos vinculantes a las partes en noviembre de 2008, fecha en la que 

la emplazada remite la Carta Notarial comunicándole a la demandante su decisión de resolver el 

contrato.  

2.4.2.4. El IX Pleno Casatorio Civil, ha precisado respecto a la resolución por 

incumplimiento, que: “es un instrumento que busca reparar el equilibrio entre las prestaciones que 

se ha visto afectado por un específico evento sobrevenido como es el incumplimiento, es decir, la 

inexistente o inexacta ejecución de una de las prestaciones”. Así tenemos pues, que la resolución, 

afecta no al contrato [en sí], sino directamente y sólo a sus efectos: haciendo el contrato ineficaz, 

sin tocar su validez. (Roppo, 2009). Como se ha expresado, la resolución se produjo ante el 

incumplimiento oportuno de la demandante de cancelar las cuotas pactadas, dejando facultada a la 

demandada para resolver de pleno derecho el contrato, en atención a la Cláusula Resolutoria, 

pactada en la Cláusula Séptima del contrato. 

2.4.2.5. Con la sentencia del IX Pleno Casatorio Civil, se establecen reglas referidas al 

proceso de otorgamiento de escritura pública, siendo posible en la actualidad, efectuar un control 

de la validez y de la eficacia del negocio jurídico que se pretende formalizar, en consecuencia, 

poder analizar la resolución de contrato propuesta por las partes, permitiendo declarar fundada o 

improcedente la demanda de otorgamiento de escritura pública.  

2.4.2.6. En conclusión, la resolución del contrato por incumplimiento, sí constituye un 

impedimento legal para la formalización del negocio jurídico, ya que, a la fecha de interposición 

de la demanda en el año 2012, el contrato ya había sido resuelto en noviembre del 2008; y, en 

consecuencia, habían cesado todos los efectos que vinculaban a las partes. 
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2.4.3 Análisis del segundo problema secundario:  

Analizar si la Excepción de Incumplimiento, resulta de aplicación al proceso de 

otorgamiento de escritura pública, materia de estudio. 

 

2.4.3.1.  De la revisión de la sentencia de primera instancia, se advierte que el juez sostiene, 

que la demandada está obligada a otorgar la escritura pública peticionada, al no haber deducido 

Excepción de Incumplimiento. Al respecto, el artículo 1426 del Código Civil, regula la excepción 

de incumplimiento y establece que en los contratos con prestaciones recíprocas que deban 

cumplirse simultáneamente, cada parte tiene el derecho de suspender el cumplimiento de su 

prestación, hasta que se satisfaga la contraprestación o se garantice su cumplimiento. La excepción 

de incumplimiento, es considerado un medio de defensa previa, que permite al demandado, ante 

un eventual incumplimiento de una de las partes, suspenda su obligación hasta que se satisfaga la 

contraprestación debida. (Gaceta Jurídica, 2013). 

2.4.3.2. En tal sentido, resulta posible que la excepción de incumplimiento se formule, sólo 

cuando existe un contrato vigente, situación que evidentemente no se presenta en el caso de 

estudio, al haberse comprobado que el contrato suscrito por las partes, ha sido resuelto de pleno 

derecho desde noviembre de 2008, al haber uso la demandada de la cláusula resolutoria 

expresamente pactada. De esta manera, no resulta válido, requerir a la demandada plantee la 

referida excepción, ya que incluso a la fecha de interposición de la demanda, en el año 2012, no 

existía un contrato que cumplir, esto es, dejó de ser eficaz, no siendo posible obligarse a cumplir 

con la formalidad de un negocio ineficaz.  
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CAPITULO III 

POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 

 

3.1.1  Sentencia. 

El Segundo Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, mediante 

Resolución de fecha 12 de febrero del 2014, declaró FUNDADA la demanda interpuesta por 

Kathy Noelia Lozada Cruzado, ordenando que los Representantes Legales de la demandada, 

Inversiones Centenario S.A. otorguen a favor de la actora la escritura pública respectiva, bajo 

apercibimiento de hacerlo el juzgado en su rebeldía, e IMPROCEDENTE la entrega de la 

posesión a la recurrente del referido lote.  

Los argumentos del juzgado fueron los siguientes: 

- El juzgado determinó fehacientemente que con fecha 18 de setiembre 2006, los 

litigantes celebraron un contrato de compraventa del Lote N° 17 de la Mz. 1 de la Urb. Los 

Sauces I Etapa, ubicado en el Sector La Garita del distrito de Pimentel, Provincia de 

Chiclayo y departamento de Lambayeque, con un área de 174.80 metros cuadrados por el 

precio de US$ 13,985.00 dólares americanos y 57 cuotas.  

- Asimismo, el a quo, sostiene que, hasta el 10 de noviembre de 2008, la demandante 

debió cancelar veinticinco cuotas del saldo del precio; sin embargo, sólo canceló veintidós, 

por lo que al haber incumplido la demandante en el pago oportuno de tres cuotas alternadas, 
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la demandada, haciendo uso de la cláusula resolutoria, ha resuelto de pleno derecho el 

contrato, en aplicación de la Cláusula Séptima y el artículo 1430 del Código Civil. Sin 

embargo, considera que la demandada está obligada a otorgar la escritura pública, al no 

haber planteado la Excepción de Incumplimiento, medio de defensa que le otorga al 

demandado la posibilidad de negarse a cumplir su prestación, cuando se exige su 

cumplimiento. 

 

3.1.2  Postura respecto a la sentencia de primera instancia. 

El criterio adoptado por la a quo, para declarar fundada la demanda, aparentemente se 

encontraba arreglada a Ley; sin embargo, en el caso in examine, discrepo con la decisión del 

juzgado, por haber incurrido en gravísimos yerros al exigir a la demandada formule Excepción de 

Incumplimiento, cuando se había acreditado la Resolución de pleno derecho del contrato. Desde 

mi punto de vista, ameritaba declarar improcedencia de la demanda, conforme pasaré a exponer 

infra. 

 

3.1.3 El contrato de compraventa y el otorgamiento de escritura pública. 

De la revisión del expediente, se advierte que las partes celebraron un contrato de compraventa 

de inmueble. En líneas generales, el contrato es comprendido como el instrumento de la 

manifestación de la autonomía privada o del negocio jurídico, debido a que es el acto mediante el 

cual el sujeto dispone de la propia esfera jurídica (Bianca M. , 2007), es decir, que le permite a las 

partes establecer las reglas bajo las cuales quieren contratar, en atención a sus intereses y 
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necesidades, permitiendo que el contrato incida en la constitución, regulación y extinción de las 

relaciones que sean al mismo tiempo jurídicas y patrimoniales (Roppo, 2009).  

El artículo 1529 del Código Civil2 define a la compraventa como: aquel [contrato] por el cual 

el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien al comprador y éste a pagar su precio en 

dinero. En ese sentido, Ninamancco Córdova (2015), refiere que la relación obligatoria está 

conformada por un derecho de crédito (acreedor) y un débito (deudor). El primero, implica la 

potestad de exigir la ejecución de la conducta valorada patrimonialmente; mientras el segundo, es 

la realización de dicha conducta.  

En el caso de estudio, las partes celebraron un contrato de compraventa inmobiliaria con 

prestaciones recíprocas, es decir, que la compradora (demandante) y vendedor (demandado)  

establecieron una relación jurídica patrimonial que los convirtió en acreedor y deudor del bien y 

precio pactado, obligándose mutuamente a una prestación recíproca, el vendedor a transferir la 

propiedad del bien y la compradora al pago del precio pactado. (Gutiérrez, 2009).  

Dentro de las principales obligaciones derivadas del contrato de compraventa, tenemos a la 

transferencia de la propiedad del bien (artículo 1549 del Código Civil) y el pago del precio 

(artículo 1558 del Código Civil), sin embargo, también se generan otras obligaciones, tales como: 

entregar el bien (artículo 1550 del Código Civil), sanear el bien vendido (artículo 1551 del Código 

Civil), formalizar el contrato (artículo 1549 del Código Civil), entre otros. (García, 1997).  

Con respecto a la transferencia de la propiedad, el artículo 949º del Código Civil señala que 

la sola obligación de enajenar hace al acreedor propietario de inmueble, salvo disposición legal 

                                                 
2 Artículo 1529 del Código Civil. - Por la compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien 

al comprador y éste a pagar su precio en dinero. 
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diferente o pacto en contrario. Sobre el particular, no existe una postura unificada en la doctrina, 

unos señalan que la transferencia se perfecciona cuando las partes convienen el bien y el precio, 

otros afirman que el contrato por sí solo no transmite el dominio. En palabras del autor Odar 

(2014), la transferencia de la propiedad del bien vendido, se traduce en la realización de aquellos 

actos ejecutados por el vendedor que conllevan a colocar al comprador en la condición de 

propietario, siendo el último y gran deber del vendedor entregar el bien. Al respecto, conviene 

puntualizar, que las partes en el contrato de compraventa, insertaron en la Cláusula Décimo 

Primera, el Pacto de Reserva de Dominio a favor de la demandada, debido a que el precio no había 

sido íntegramente pagado a la fecha de celebración del contrato, conforme al artículo 1583 del 

Código Civil.  

Del mismo modo, es necesario referirme a prestación a cargo de la demandada, el pago del 

precio. El precio es “aquella cantidad de dinero que debe pagar una de las partes contratantes a la 

otra, la que se obliga a realizar determinadas prestaciones de dar, hacer o no hacer”. En un contrato 

de compraventa, el precio es el objeto de la obligación del comprador consistente en dar el dinero 

o signo que lo represente, a cambio de la obligación del vendedor de transferir la propiedad del 

bien o bienes acordados (Castillo Freyre, 2003). Es precisamente el incumplimiento de la 

prestación a cargo de la demandada, de pagar oportunamente las cuotas del saldo, que facultaron 

a la demandada a resolver el contrato, a través de la cláusula resolutoria expresamente pactada.  

De lo expuesto, se desprende que el otorgamiento de escritura pública, si bien, no forma parte 

de los efectos del negocio jurídico que se han generado forzosamente con su celebración, debido 

que no constituye un requisito del contrato en sí, si constituye una garantía de la comprobación del 

acto (Odar, 2014) que le permitirá al propietario acceder a Registros Públicos e inscribir su 
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derecho, con el objetivo de dotar de seguridad, publicidad y oponibilidad a las transferencias 

inmobiliarias. 

 

3.1.4 La resolución del contrato y el otorgamiento de escritura púbica. 

La resolución presupone la existencia de un contrato válidamente celebrado, en el caso de 

estudio, lo constituye el contrato de compraventa. La resolución del contrato, como norma de 

alcance general, se encuentra regulada en los artículos 1371 y 1372 del Código Civil.  En palabras 

del autor, Vincenzo Roppo (2009), la resolución, afecta no al contrato [en sí], sino directamente y 

sólo a sus efectos: hace el contrato ineficaz, sin tocar su validez. Deberá ser comprendida, 

entonces, como el mecanismo que extingue los efectos del contrato íntegramente considerados, 

por un evento que se refiere al contrato en su conjunto; en otras palabras, es la disolución del 

vínculo contractual.  

Conforme se ha venido sosteniendo, las partes reconocieron la celebración del contrato de 

compraventa de inmueble, esto es, que al momento de su constitución concurrieron todos los 

presupuestos que la norma exige, deviniendo en un negocio jurídico completamente válido. Sin 

embargo, en su ejecución, la demandante presentó incumplimiento en el pago oportuno de tres 

cuotas, situación que generó la resolución del contrato, al haber hecho uso la demandada de la 

cláusula resolutoria expresa, tornándose el contrato en ineficaz. Al respecto, podemos señalar que 

la ineficacia estructural se produce en el origen del acto jurídico y éste inicialmente tiene un defecto 

de estructura, como es el caso de la rescisión, mientras que la ineficacia funcional, como es el caso 

de la resolución, opera con posterioridad, en la ejecución del contrato. En tal sentido, el contrato 

no produce sus efectos normales (todos o alguno de ellos) previsto por sus autores, además de los 

establecidos por ley o deja de producirlos, es calificado de ineficaz, dicho de otro modo, el contrato 
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es ineficaz, en tanto no se dan los efecto como cuando se hacen cesar, o los efecto nos pueden 

hacerse valer frente a ciertas personas. (Torres Vásquez, Teoría General del Contrato, 2012) 

 

La Resolución por Incumplimiento. 

Es un instrumento que busca reparar el equilibrio entre las prestaciones que se ha visto afectado 

por un específico evento sobrevenido como es el incumplimiento, es decir, la inexistente o inexacta 

ejecución de una de las prestaciones. Cuando en un contrato de prestaciones correlativas, se 

produce un incumplimiento -grave de la obligación fundamental- se da paso a las siguientes 

alternativas: "pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento del contrato con indemnización 

de perjuicios". La jurisprudencia nacional, estimó que el incumplimiento total o parcial de una 

obligación principal, como el de cualquier obligación accesoria o secundaria surgida del contrato, 

da lugar a la resolución del contrato. (Hinestrosa, 2016).  

Del mismo modo, el autor italiano Vincenzo Roppo (2009) señala que el incumplimiento -por 

sí mismo- no determina automáticamente la resolución, sino que activa un poder de elección de la 

víctima, en caso que ésta decida hacer valer la resolución, tiene la obligación de declarar a quien 

incumple con el contrato, que pretende hacer uso de la cláusula resolutoria, en caso de no hacerlo 

el contrato no podrá resolverse.  

Al respecto, conviene puntualizar que las principales obligaciones en los contratos de 

compraventa, son la obligación de transferir la propiedad del bien determinado (en el caso del 

vendedor) y el pago del precio acordado (en el caso del comprador). Bajo esta premisa, podemos 

decir, que la obligación de pago de la demandada, sí constituye una obligación fundamental para 

la celebración y posterior ejecución del contrato, por lo que es completamente válido que ante su 

incumplimiento, la demandada haya optado por resolver el contrato, hecho que además fue 
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debidamente comunicado a la demandada, a través de la remisión de la Carta Notarial de fecha 10 

de noviembre de 2010, al domicilio consignado por la actora, cumpliéndose con la obligación de 

comunicación de la parte que pretende valerse de dicha cláusula hacia su co-contratante. 

Sobre el particular, la jurisprudencia nacional (IX Pleno Casatorio Civil), refiere que, en 

nuestro sistema jurídico la resolución por incumplimiento puede ser judicial o de derecho, es decir, 

extrajudicial. En el primer caso, la resolución se produce por sentencia, es decir, por 

pronunciamiento del juez (artículo 1428 del Código Civil3); y, en el segundo caso, la resolución 

se produce por negocio jurídico unilateral, es decir, por declaración de voluntad del acreedor y 

siempre que concurran los requisitos dispuestos por ley (Roppo, 2009), específicamente, por los 

artículos 14294 y 1430 del Código Civil5, resolución por intimación (la víctima dirige al 

incumplidor una intimación a cumplir, y no obstante [a] esta el incumplimiento persiste) y 

resolución por cláusula resolutoria expresa (el incumplimiento corresponde a la previsión de esta), 

respectivamente6. En ese mismo sentido, se advierte, que la resolución por incumplimiento tiene 

como presupuestos:  

i) Un contrato con prestaciones recíprocas (el contrato suscrito es uno de prestaciones 

recíprocas, el vendedor se obliga a transferir la propiedad del bien -cuando la 

                                                 
3 Artículo 1428 del Código Civil: “En los contratos con prestaciones recíprocas, cuando alguna de las partes falta 

al cumplimiento de su prestación, la otra parte puede solicitar el cumplimiento o la resolución del contrato y, en uno u 

otro caso, la indemnización de daños y perjuicios. A partir de la fecha de la citación con la demanda de resolución, la 

parte demandada queda impedida de cumplir su prestación”. 
4 Artículo 1429 del Código Civil: “En el caso del artículo 1428 la parte que se perjudica con el incumplimiento de 

la otra puede requerirla mediante carta por vía notarial para que satisfaga su prestación, dentro de un plazo no menor 

de quince días, bajo apercibimiento de que, en caso contrario, el contrato queda resuelto. Si la prestación no se cumple 

dentro del plazo señalado, el contrato se resuelve de pleno derecho, quedando a cargo del deudor la indemnización 

de daños y perjuicios”. 
5 Artículo 1430 del Código Civil: “Puede convenirse expresamente que el contrato se resuelva cuando una de las 

partes no cumple determinada prestación a su cargo, establecida con toda precisión. La resolución se produce de pleno 

derecho cuando la parte interesada comunica a la otra que quiere valerse de la cláusula resolutoria”. 
6 IX PLENO CASATORIO CIVIL sobre Otorgamiento de Escritura Pública, Casación °4442-2015-MOQUEGUA, 

expedida por Sala Plena de la Corte Suprema, publicado en el Diario Oficial El Peruano. Lima: 18 de enero de 2017. 

Fundamento jurídico 93. 
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compradora cancele íntegramente el precio- y la compradora al pago del precio 

pactado). 

ii) Un incumplimiento importante (como es del caso, la demandante al 10 de noviembre 

de 2008, incumplió con cancelar tres cuotas alternas). 

iii) La ausencia de circunstancias que justifiquen el incumplimiento (la actora no 

presentó algún medio de prueba que justifique su incumplimiento de pago). 

iv) La legitimación para resolver el contrato (en atención a la Cláusula Resolutoria 

expresamente pactada en el contrato de compraventa, Cláusula Séptima, la demandada 

resolvió de pleno derecho el contrato). 

 

La resolución de derecho: Clausula resolutoria expresa. 

Con la cláusula resolutoria expresa, eventualmente insertada en el contrato, se conviene que 

este se resolverá si una determinada obligación contractual resultara incumplida. El mecanismo 

resolutorio se basa en el acuerdo previsto por las partes. La cláusula requiere de los siguientes 

requisitos:  

- La previsión expresa del efecto resolutorio, esto es, que se haya previsto “expresamente” 

en el contrato que suscribieron las partes, de que el incumplimiento será 

automáticamente resolutorio, se deberá tener claro el efecto destructivo que se genera 

con dicha cláusula,  

- La resolución se aplica por incumplimiento de una determinada obligación. 

 

Finalmente, la Corte Suprema establece en las conclusiones del IX Pleno Casatorio Civil, que: 

“En los procesos de otorgamiento de escritura pública el Juez podrá analizar el ejercicio de la 
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excepción de incumplimiento, y de advertirse que la excepción en cuestión es amparable, la 

demanda será declarada improcedente por manifiesta falta de interés para obrar. Se procederá del 

mismo modo cuando el incumplimiento se invoque como argumento de defensa. En los casos en 

que el demandado alegue que se ha producido la resolución extrajudicial del contrato, el Juez 

analizará en la parte considerativa de la sentencia si concurren los requisitos de ley, o pactados por 

las partes, para ello, y, de ser así, declarará improcedente la demanda de otorgamiento de escritura 

pública, sin declarar la resolución del contrato. Si el Juez advierte que no concurren tales requisitos, 

declarará fundada la demanda de otorgamiento de escritura pública, sin pronunciarse sobre la 

resolución extrajudicial del contrato. En ambos supuestos, el Juez no se pronunciará en el fallo 

sobre la resolución extrajudicial del contrato.” 

Podemos concluir que si bien el a quo, efectuó un análisis de la Resolución, planteada como 

medio de defensa de la parte demandada, dentro de los considerandos de la sentencia de primera 

instancia, no resulta posible desconocer la resolución de contrato y exigir a la demandada, plantee 

la excepción de incumplimiento a fin de negarse a la formalización, cuando se corroboró 

fehacientemente que el contrato fue resuelto de pleno derecho, en noviembre de 2008, con la 

remisión de la carta notarial a la demandante.  

 

3.1.5 La excepción de incumplimiento. 

La excepción de incumplimiento o exceptio non adimpleti contractus, es definida como un 

poder de autotutela que tiene por efecto legitimar la suspensión de la ejecución de la prestación a 

cargo de uno de los contratantes, mientras el otro contratante no cumpla su obligación o no 

garantice cumplirla (artículo 1426 del Código Civil). Constituye, además, en un instrumento 

idóneo “para contrarrestar las acciones de cumplimiento, de ejecución en forma específica, de 
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resolución del contrato, y más en general de toda acción que el otro contratante pueda realizar 

contra el excepcionante sobre el presupuesto de su incumplimiento” (Bianca M. , 1994). 

En palabras del autor Vincenzo Roppo (2009), la excepción de incumplimiento es la principal 

excepción suspensiva: con esta parte, a la cual la otra le cuestione el no haber cumplido su 

prestación, replica que no ha cumplido por una razón justificada, es decir, porque la otra parte, a 

su vez, no ha cumplido con la prestación debida. Dicho de otro modo, el demandado podrá 

suspender el cumplimiento de su obligación de otorgar escritura pública (desprendida de la 

obligación del vendedor de perfeccionar la transferencia, traducido en que el vendedor ejecutará 

todos los actos destinados a colocar al comprador en calidad de propietario), a través de la 

excepción de incumplimiento, cuando el demandante haya incumplido con una de sus obligaciones 

principales, tal como: el pago del precio.  

La jurisprudencia nacional (IX Pleno Casatorio Civil), establece como requisitos para su 

aplicación, los siguientes:  

i) La existencia de un contrato con prestaciones recíprocas; esto es, que las prestaciones 

deben cumplirse simultáneamente, donde cada parte obtiene algo a su favor. 

ii) La exigibilidad de ambas prestaciones; que al momento de requerir la ejecución de la 

prestación, ésta y la contraprestación resulten exigibles. 

iii) La falta de cumplimiento de ambas prestaciones; significa que ninguna de las 

prestaciones haya sido cumplida por las partes 

iv) El ejercicio no opuesto a la buena fe, se sustenta en el artículo 1362 del Código Civil, 

según el cual los contratos deben negociarse, celebrarse y ejecutarse según las reglas 

de las buena fe y común intención de las partes; esto es, que el excepcionante obre 
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correctamente al plantear la excepción de incumplimiento, de lo contrario impediría a 

la otra parte ejecutar la prestación a su cargo.7 

Así también, en palabras del autor Hinestrosa (2016) la excepción de contrato no cumplido es 

un medio absolutamente defensivo y de naturaleza transitoria, por cuanto, simplemente suspende 

los efectos finales del contrato. Esta medida otorga a la parte perjudicada, suspender 

provisionalmente las acciones, que devendrán en la ejecución coactiva o voluntaria, o, en último 

caso, en la resolución, de esa manera se mantiene cierto equilibrio en la relación sinalagmática: te 

cumplo si me cumples, no te cumplo porque no me has cumplido: non servanti fidem non est fides 

servanda.  

Podemos concluir que la excepción de incumplimiento, como defensa del demandado que le 

permita negarse a cumplir con su prestación, ante el incumplimiento de su co-contratante, opera 

cuando el contrato con prestaciones se encuentra vigente, contrario sensu, no será posible plantear 

cuando no exista un contrato que cumplir. Por lo que, no resulta válido exigir a la demandada, 

plantee dicha excepción, ya que a la fecha de interposición de la demanda (en el año 2012), el 

contrato se encontraba resuelto (desde noviembre de 2008); en consecuencia, el contrato había 

cesado en sus efectos vinculantes para ambas partes. 

 

3.1.6 Entrega de la posesión. 

De la revisión de la sentencia, se advierte que el juzgado, declaró la improcedencia de la 

pretensión accesoria de entregar la posesión a favor de la demandante, alegando que en los 

                                                 
7 CASACION N° 291-2015-LIMA-NORTE, pág. 10-11. 
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procesos de otorgamiento de escritura pública, solo se pretende la formalización del derecho de 

propiedad.  

Al respecto se debe señalar que el ejercicio de la acción de otorgamiento de escritura pública 

se orienta a dar formalidad a los actos jurídicos con la finalidad de otorgarles seguridad y 

afianzamiento, de tal modo que para el amparo del mismo se requiere indispensablemente de la 

existencia de un contrato cuya solemnidad se persigue. (Casación N° 104-2016, Del Santa)8.  

Del mismo modo, la característica fundamental de la pretensión accesoria, radica en que existe 

una pretensión principal, y otra(s) pretensiones supeditadas a la principal. Es por ello que lo 

resuelto en la pretensión principal, determinará el amparo o el rechazo de las demás pretensiones 

accesorias. (Gaceta Jurídica, 2013). En el caso de estudio, si bien la demandada, erróneamente 

ampara el otorgamiento de escritura a favor de la demandada, con un criterio más juicioso resuelve 

declarar la improcedencia de la entrega de posesión.  

 

 SENTENCIA DE VISTA.  

La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, mediante SENTENCIA 

DE VISTA de fecha 8 de setiembre del 2014, REVOCA la sentencia de primera instancia que 

declara fundada la demanda; y, reformándola, la declara IMPROCEDENTE.  

 

                                                 
8 Casación N° 104-2016, Del Santa, fundamento jurídico 12. 
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3.2.1  Postura respecto a la sentencia de vista. 

El criterio adoptado por la ad quem, para revocar la sentencia de primera instancia y declarar 

Improcedente la demanda, se encuentra arreglada a Ley; conforme pasaré a exponer infra. 

De la revisión del expediente, se advierte que la demandada, INVERSIONES CENTENARIO 

S.A.A., interpone recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, medio 

impugnatorio tiene por finalidad que, el Superior Jerárquico revoque, o, alternativamente, acorde 

con lo normado en el Art. 382 del Código Procesal Civil, declare nula la resolución impugnada, 

disponiendo que se emita una nueva, conforme a Ley. 

Los argumentos planteados por la apelante, son los siguientes: i) El juzgado no ha tomado en 

consideración que el contrato sobre el cual se solicita la escritura pública, se encuentra resuelto; y 

ii) la resolución del contrato, constituye un impedimento legal para la suscripción de la escritura 

pública, por cuanto, el negocio jurídico se encuentra fenecido, debido al incumplimiento del pago 

de tres cuotas, por parte de la demandante.  

La autora, concuerda plenamente con la decisión del ad quem, debido a que no resulta 

procedente que en el año 2012, la demandante pretenda formalizar un contrato cuyos efectos han 

cesado desde el mes de noviembre de 2008, fecha en la que se produjo la resolución del contrato, 

con la comunicación cursada por la demandada a la actora, expresándole que efectiva la Cláusula 

Resolutoria (Cláusula Séptima); asimismo, no resulta válido que la exigencia a la demandada para 

que haga uso de la excepción de incumplimiento, por cuanto, a la fecha de interposición de la 

demanda, el contrato se encontraba resuelto y por ende, ya no había un contrato que cumplir.  

Así también, el IX Pleno Casatorio Civil, publicado en el diario El Peruano el 18 de enero de 

2017, establece reglas referidas -en su mayoría- al proceso de otorgamiento de escritura pública, 
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facultando a los magistrados de la nación a realizar un control de la validez y de la eficacia del 

negocio jurídico que se pretende elevar a escritura pública. Actualmente, en los procesos de 

otorgamiento de escritura pública, existe un criterio uniforme acogido a la posibilidad de analizar 

la resolución de contrato. “En los casos en que le demandado se ha producido la resolución 

extrajudicial del contrato, el juez analizará en la parte considerativa de la sentencia si concurren 

lo requisitos de ley, o pactados por las partes, para ello, y, de ser así, declarará improcedente la 

demanda otorgamiento de escritura pública sin declarar la resolución del contrato. Si el juez 

advierte que o concurren tales requisitos, declarará fundada la demanda de otorgamiento de 

escritura pública, sin pronunciarse sobre la solución extrajudicial del contrato. En ambos 

supuestos, el juez no se pronunciará en el fallo sobre la resolución extrajudicial del contrato”.9 

 

 SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA. 

La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, mediante 

Resolución de fecha 10 de setiembre del año 2015, declara INFUNDADO EL RECURSO DE 

CASACIÓN; en consecuencia, NO CASARON la Sentencia de Vista de fecha 8 de setiembre del 

2014. 

 

3.3.1  Postura respecto a la sentencia de casación. 

El criterio adoptado por la Corte Suprema, para declarar infundado el recurso de casación, 

interpuesto por la demandante contra la sentencia de vista, se encuentra arreglada a Ley; conforme 

pasaré a exponer infra.  

                                                 
9 IX PLENO CASATORIO CIVIL. Fundamento Jurídico 97. 
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De la revisión del expediente, se advierte que la demandante, KATHY NOELIA LOZADA 

CRUZADO, interpone recurso de CASACION contra la sentencia de vista, misma que revoca la 

sentencia de primera instancia, por: i) Infracción normativa del artículo 1549 del Código Civil, 

ii) Indebida aplicación del artículo 1430 del Código Civil y iii) Contravención del derecho al 

debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva.  

La Corte Suprema, en su decisión, se acoge al criterio mediante el cual, en un proceso de 

otorgamiento de escritura pública, sí es posible analizar la resolución de contrato que se pretende 

formalizar, por los siguientes motivos: 

i) el hecho de que un proceso sumarísimo (como el de otorgamiento de escritura pública) 

no sea el espacio idóneo para discutir la validez del negocio jurídico no significa que 

el juez debe formalizar todo documento que se le presenta;  

ii) el juez puede tener en cuenta la nulidad si es que esta resulta ser evidente y se refleja 

con absoluta certeza, lo mismo puede decirse en la resolución del contrato; en estas 

circunstancias, no será posible otorgar la escritura pública, pues se estaría 

perfeccionando un contrato que ha dejado de ser eficaz;  

iii) la nulidad y la resolución deben ser patentes, lo que implica que no debe generar 

incertidumbre alguna, pues de no ser así se estaría ventilando en un sumarísimo algo 

que corresponde ser evaluado en otro tipo de procesos. 

La autora comparte el criterio adoptado por la Corte Suprema, mismo que sirvió de base para 

fundamentar la decisión de los magistrados en el IX Pleno Casatorio Civil, por los motivos 

siguientes: 
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El  IX Pleno Casatorio Civil, puntualiza que, por medio del proceso de otorgamiento de escritura 

pública se peticiona mutar la forma de un negocio jurídico, de escritura privada a escritura pública, 

porque así lo determina o permite la ley o porque así lo han acordado las partes y, en ambos casos, 

siempre que la forma a la que se pretende mutar no constituya una forma solemne, así lo establece 

el artículo 141210 del Código Civil en su primer párrafo, el referido dispositivo establece, además, 

en su segundo párrafo, que esta pretensión se sustanciará como proceso sumarísimo.11  

Así tenemos, que si el negocio jurídico presenta formalidad ad solemnitatem, esto es, que la 

ley señala una forma sancionando su inobservancia con la nulidad del acto (Torres Vásquez, Acto 

Jurídico, 2001) y no se cumple con la solemnidad, el negocio devendrá en nulo; y si presenta 

formalidad ad probationem, es decir, que la forma ha sido fijada por la Ley o las partes y no se 

cumple, no se sancionará con la nulidad del negocio. Si bien el contrato de compraventa podrá ser 

celebrado bajo cualquier forma, se deberá tener presente que si las partes acuerdan elevarlo a 

escritura pública, si será posible su exigencia al co-contratante.  

En este orden de ideas, tenemos que el legislador dispuso para la tramitación del proceso de 

otorgamiento de escritura pública, la vía sumarísima, es precisamente ésta característica la que fue 

materia de análisis en la sentencia del IX Pleno Casatorio Civil, debido a que la jurisprudencia 

nacional sostenía que la finalidad del proceso de otorgamiento de escritura pública era formalizar 

el acto jurídico celebrado, descartando así la posibilidad de efectuar un control de su validez o 

eficacia del negocio jurídico. 

 

                                                 
10 Artículo 1412 del Código Civil: Si por mandato de la ley o por convenio debe otorgarse escritura pública o cumplirse 

otro requisito que no revista la forma solemne prescrita legalmente o la convenida por las partes por escrito bajo 

sanción de nulidad, éstas pueden compelerse recíprocamente a llenar la formalidad requerida. 

La pretensión se tramita como proceso sumarísimo, salvo que el título de cuya formalidad se trata tenga la calidad de 

ejecutivo, en cuyo caso se sigue el trámite del proceso correspondiente. 
11 IX Pleno Casatorio Civil. Fundamento Jurídico 15. 
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 El proceso sumarísimo “como su nombre lo indica, es aquel proceso contencioso de corta 

duración, que opera con ciertas restricciones como la limitación de algunos actos procesales, con 

el objetivo de resumir lo más posible el trámite del proceso, a fin de lograr una rápida solución al 

conflicto de intereses de que se trate.” (División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015) 

Si bien el proceso sumarísimo de otorgamiento de escritura pública presenta plazos más cortos y 

una menor cantidad de actos procesales, no imposibilita a las partes a hace uso de sus argumentos 

de defensa y de los medios de prueba que consideren pertinentes para la resolución de la 

controversia.  

Sin embargo, en reiterada jurisprudencia, se advertía la imposibilidad de efectuar un control de 

la validez o la eficacia del negocio jurídico a formalizar, conforme se observa en las siguientes 

resoluciones: 

- “Al respecto se debe establecer que el ejercicio de la acción de O.E.P. se orienta a dar 

formalidad a los actos jurídicos con la intención de concederles seguridad y 

afianzamiento, de tal modo que para el amparo del mismo se pide forzosamente de la 

existencia de un contrato cuyo protocolo se persigue”.  

Casación N° 104-2016-Del Santa. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema. Lima 

26 de mayo de 2016.  

-  “Que, tratándose de un proceso de otorgamiento de escritura pública, resulta necesario 

referirnos al artículo 1549 del Código Civil por el que se establece que es obligación 

esencial del vendedor de perfeccionar la transferencia de propiedad. El problema de 

perfeccionamiento de la propiedad ha sido analizado por varios autores, de ahí que Max 

Arias – Schreiber Pezet, el perfeccionamiento supone la realización de aquellos actos que 

permitan al comprador ejercitar a plenitud los derechos que emanan de la compra venta.” 
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Casación N° 778-2015-Huánuco. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima 26 de agosto de 2015. 

- “(…) el proceso de O.E.P. regulado por el art. 1412° del C.C. tiene por propósito dar 

mayor formalidad al acto celebrado por las partes intervinientes cuando así se refleje de 

la ley o el convenio de las partes, sin que incumba batallar en su interior aspectos relativos 

a su validez (más allá de los que puedan resultar evidentes o de fácil confirmación y los 

relativos a la intervención de quien es requerido por la negación de la autógrafa que pueda 

aparecer en ellos), como tampoco aquellos referidos a su pago o a la transmisión efectiva 

de un derecho real o, a su oposición frente a terceros ajenos al acto”.  

Casación N° 1977-2015-Lambayeque. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema. 

Lima, 26 de noviembre de 2015.  

 

Actualmente, con motivo del IX Pleno Casatorio Civil, en los procesos de otorgamiento de 

escritura pública, el negocio jurídico que se pretende formalizar, deberá atravesar un control de 

legalidad, el mismo que comprende: el control de validez y el control de eficacia, que permitirán 

determinar si éste ha sido celebrado con arreglo a Ley, además de verificar si ha producido sus 

efectos y si estos se encuentran vigentes o si por alguna circunstancia ya no resultan exigibles. 

(División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 2015)12  

3.3.2 El control de validez del negocio jurídico que se pretende elevar a escritura pública. 

Actualmente, en los procesos de otorgamiento de escritura pública, el juez, podrá realizar un 

control de validez del negocio jurídico que se pretende formalizar, es decir, se podrá analizar y 

                                                 
12 IX Pleno Casatorio Civil. Fundamento jurídico 21. 
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discutir la nulidad manifiesta del negocio jurídico. “La nulidad manifiesta es aquélla que resulta 

evidente, patente, inmediatamente perceptible, en suma, aquélla que resulta fácil de detectar sea 

que se desprenda del acto mismo o del examen de algún otro elemento de prueba incorporado al 

proceso”13, sin embargo, no será materia de discusión en un proceso de otorgamiento de escritura 

pública, la nulidad (no manifiesta), ni la anulabilidad.  

 

3.3.3  El control de eficacia del negocio jurídico que se pretende elevar a escritura pública. 

Aunado al control de validez del negocio jurídico, el juez, podrá efectuar un control de eficacia 

o exigibilidad del negocio jurídico, dicho de otro modo, deberá verificar que la obligación de 

formalizar el contrato resulte exigible. Encontramos en esta línea de análisis los supuestos 

siguientes: 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
13 IX Pleno Casatorio Civil. Regla 4. 
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CONCLUSIONES 

 

Primera. El otorgamiento de escritura pública es entendido por la jurisprudencia como un deber 

de las partes de perfeccionar el contrato. Ante el incumplimiento de este deber el propietario podrá 

iniciar este proceso, atendiendo a los artículos 1412 y 1549 del Código Civil, a fin de que la parte 

renuente firme la escritura de formalización. Si a pesar del mandato judicial que ordena su 

otorgamiento, se mantiene en su negativa, es el juez quien se sustituye en el obligado. 

Segunda. El otorgamiento de escritura pública constituye una formalidad del contrato de 

compraventa, por tanto, este acto no tendría existencia jurídica sin la existencia previa del contrato. 

Asimismo, el negocio jurídico que se pretende formalizar, debe estar vigente para surtir sus efectos 

vinculantes entre las partes contratantes; de presentarse un contrato que presenta ineficacia 

funcional, no será posible proceder con otorgar la escritura pública al accionante. 

Tercera. En los contratos con prestaciones reciprocas, cada parte tiene el derecho de suspender 

el cumplimiento de la prestación a su cargo, hasta que se satisfaga la contraprestación o se 

garantice su cumplimiento, en tal sentido, resultará posible formular la excepción de 

incumplimiento. Este medio de defensa, requiere para su aplicación, la vigencia del contrato.  

Cuarta. La Sentencia del IX Pleno Casatorio Civil sobre otorgamiento de escritura pública, 

constituye precedente judicial vinculante, estableciéndose las siguientes reglas: a) En un proceso 

de otorgamiento de escritura pública, el juez puede declarar de oficio, la nulidad manifiesta del 

negocio jurídico que se pretende formalizar, pero siempre que previamente haya promovido el 

contradictorio entre las partes., b) En los proceso de otorgamiento de escritura pública el juez podrá 

analizar el ejercicio del excepción de incumplimiento, y de advertirse que la excepción en cuestión 
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es amparable, la demanda será declarada improcedente por manifiesta fala de interés para obrar 

del demandante. Se procederá del mismo modo cuando el incumplimiento se invoque como 

argumento de defensa., c) En los casos en que el demandado alega que se ha producido la 

resolución extra judicial de contrato, el juez analizará en la parte considerativa de la sentencia si 

concurren los requisitos de ley, o pactados por las partes, para ello, y, de ser así, declarará 

improcedente la demanda de escritura pública, sin declarar la resolución de contrato 

Quinta. La resolución de contrato extrajudicial, deja sin efecto alguno el negocio jurídico 

celebrado entre las partes, sin necesidad de recurrir al juez para que resuelva dicho contrato; 

siempre y cuando se encuentre expresamente establecido en el contrato como clausula resolutoria, 

la resolución del contrato extrajudicial, por incumplimiento de pago del saldo del precio, la misma 

que se hizo efectivo a través de una carta notarial a la parte actora. 
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ANEXOS 

 

1.A. Demanda y sus respectivos anexos. 

1.B. Resolución Número Uno - Auto Inadmisibilidad, de fecha 30.07.2012. 

1.C. Resolución Número Tres - Auto Admisorio, de fecha 31.10.2012. 

1.D. Contestación de la demanda y sus respectivos anexos.  

1.E. Acta de Audiencia Única. 

1.F. Resolución Número Nueve, Sentencia de Primera Instancia, de fecha 12.02.2014.  

1.G. Resolución Número Trece, Sentencia de Vista, de fecha 08.09.2014. 

1.H. Casación N° 3795-2014-Lambayeque, Sentencia de la Corte Suprema, de fecha 

10.09.2015. 
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